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El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifícanse el texto del encabezado del artículo 77, y el literal a)
del artículo 77 del Decreto-ley 1790 de 2000, los cuales quedarán de la siguiente
manera:

Artículo 77. Juez de primera instancia. Para ser Juez de primera instancia se
requiere ser colombiano de nacimiento, ciudadano en ejercicio, abogado titulado,
con especialización en derecho penal, ciencias penales o criminológicas o
criminalísticas, o en derecho constitucional o en derecho probatorio o en derecho
procesal, gozar de reconocido prestigio profesional y personal, ser oficial en
servicio activo o en uso de buen retiro de las Fuerzas Militares, con el grado que en
cada caso se indica.

a) Juez de primera instancia de Inspección General del Comando General
de las Fuerzas Militares, del Ejército Nacional, de la Armada Nacional y de la
Fuerza Aérea. Ostentar grado no inferior al de Coronel o sus equivalentes en la
Armada Nacional en servicio activo o en uso de  buen retiro, y haber desempeñado
funciones judiciales como juez de instancia por espacio no inferior a tres (3) años,
o acreditar experiencia mínima de cuatro (4) años adquirida con posterioridad a la
obtención del título de abogado en actividades jurídicas o en ejercicio de la función
judicial.

Artículo 2°. Modifíquese el texto del encabezado del artículo 35, y el numeral
1 del artículo 35 del Decreto-ley 1791 de 2000, los cuales quedarán de la siguiente
manera:

Artículo 35. Juez de primera instancia. Para ser Juez de primera instancia se
requiere ser colombiano de nacimiento, ciudadano en ejercicio, abogado titulado,
con especialización en derecho penal, ciencias penales o criminológicas, o
criminalísticas, o en derecho constitucional, o en derecho probatorio, o en derecho
procesal, gozar de reconocido prestigio profesional y personal, ser oficial en

servicio activo o en uso de buen retiro de Policía Nacional, con el grado que en cada
caso se indica:

1. Juez de Primera Instancia de Inspección General. Ostentar grado en
servicio activo o en uso de buen retiro no inferior al de Teniente Coronel y además
haber desempeñado funciones como juez de instancia por espacio no inferior a tres
(3) años, o acreditar experiencia mínima de cuatro (4) años adquirida con posterio-
ridad a la obtención del título de abogado en actividades jurídicas o en ejercicio de
la función judicial.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Alonso Acosta Osio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C.,  a 8 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.

El Ministro de Defensa Nacional,

Jorge Alberto Uribe Echavarría.
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PODER PÚBLICO - RAMA LEGISLATIVA

LEY 893 DE 2004

(julio 8)

por la cual se modifican parcialmente los artículos  77 del Decreto-ley 1790 de 2000

y 35 del Decreto 1791 de 2000.

MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO

DECRETOS

DECRETO NUMERO 2210 DE 2004

(julio 8)

por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 3° de la Ley 860 de 2003.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales y
legales y, en especial, de las que le confiere el ordinal 11 del artículo 189 de la Constitución
Política y el artículo 3° de la Ley 860 de 2003,

DECRETA:

Artículo 1°. Las empresas a las que se refiere el artículo 3° de la Ley 860 de 2003 podrán
transferir a las cajas, fondos o entidades de seguridad social del sector privado, que

administren el Régimen de Prima Media con Prestación Definida la totalidad del valor del
cálculo actuarial en forma anticipada frente a los plazos previstos por dicha disposición
legal.

Los cálculos actuariales deberán realizarse a la tasa prevista para la conmutación
pensional, esto es a una tasa de interés técnico del 4% y deberán incluir los intereses
moratorios y la comisión de administración que se pacte, dentro de los límites que señale la
Superintendencia Bancaria con base en las normas vigentes. Así mismo deberán transferirse
los intereses moratorios correspondientes.

Parágrafo. En el evento en que en el cálculo actuarial no haya sido incluido el reajuste
pensional previsto para el pago de la cotización de salud, tal y como lo dispone el artículo
143 de la Ley 100 de 1993, este deberá incluirse dentro de dicho cálculo.

Artículo 2°. Para efectos de transferir el valor del cálculo actuarial las empresas podrán
entregar títulos valores de contenido crediticio, los que llevarán implícita la condición
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resolutoria del pago de conformidad con el artículo 882 del Código de Comercio, y deberán
corresponder a inversiones admisibles de la respectiva administradora del Régimen de
Prima Media.

En tal caso, se transfiere el valor del cálculo actuarial cuando las sumas por concepto de
pago de capital e intereses que la entidad administradora recibirá por dichos valores
correspondan a los pagos que debe hacer por concepto de mesadas pensionales, bonos
pensionales, y la comisión de administración que le corresponde recibir a la administradora,
de tal manera que asegure la atención de las obligaciones pensionales corrientes para cada
vigencia fiscal. Igualmente deberán pagarse los intereses moratorios correspondientes. En
todo caso al realizar el estudio de los flujos deberá considerarse la existencia de una reserva
de liquidez equivalente al valor de las mesadas de un año, para atender eventuales
variaciones frente al valor de los pagos anuales calculados inicialmente.

Parágrafo. Tanto la administradora como la respectiva empresa deberán reflejar en sus
estados financieros lo dispuesto en el inciso anterior a nivel de cuentas de control, conforme
a las instrucciones que conjuntamente impartan las superintendencias que ejerzan inspec-
ción y vigilancia sobre la entidad administradora y la respectiva empresa.

Artículo 3°. El pago anticipado podrá realizarse a través de la entrega de valores en la forma
prevista en el artículo anterior, siempre y cuando se cumplan las siguientes condiciones:

1. Que la entidad administradora, con la autorización de sus órganos competentes, acepte
la entrega de los títulos correspondientes.

2. Que se otorgue una garantía de un tercero a satisfacción de la entidad administradora,
que cubra las siguientes contingencias:

a) Las derivadas del hecho de que el cálculo actuarial no haya sido elaborado correcta-
mente o con la información correcta y completa y por tanto se generen desviaciones de
cobertura del cálculo;

b) Las derivadas del hecho de que el producto de los títulos no permita atender el pago
de las mesadas pensionales en la cuantía y oportunidad prevista en el cálculo actuarial
elaborado en forma correcta;

c) Las derivadas de que el capital y los rendimientos de los títulos, o cualquiera de ellos
no se reciban, por cualquier causa, en la cuantía y oportunidad previstas.

Parágrafo. Para aceptar la garantía la entidad administradora deberá elaborar un estudio
que lleve a concluir que la misma permitirá atender en forma segura y oportuna las
contingencias mencionadas en los literales b) y c). Dicho estudio deberá someterse a la
Superintendencia Bancaria para su evaluación.

Artículo 4°. La empresa que realice la transferencia deberá en todo caso reflejar en su
contabilidad las contingencias a las que se refiere el artículo anterior de conformidad con las
instrucciones que imparta la respectiva superintendencia.

En todo caso, si se produce alguna de las contingencias previstas en los literales b) y c)
del artículo anterior y la garantía no cubre el faltante oportunamente, la empresa y el garante
deberán registrar y pagar, en los plazos previstos por la ley, o inmediatamente si el plazo ya
se venció, el saldo que falte para cancelar la totalidad del cálculo actuarial. De igual manera
se procederá si se encuentra un error en el cálculo actuarial y la empresa no suministra los
recursos correspondientes dentro del plazo de un mes a partir de la comunicación que le envíe
la administradora en tal sentido, sin perjuicio de la obligación de elaborar un nuevo cálculo
actuarial.

Artículo 5°. En cualquier evento en que se produzca la disolución de una de las empresas
a las que se refiere el artículo 3° de la ley 860 de 2003, el cálculo deberá pagarse dentro del
proceso de liquidación, en la forma prevista en la ley, con la preferencia que le corresponde
como obligación pensional.

Artículo 6°. Las Superintendencias que ejerzan la inspección y vigilancia sobre la
administradora del Régimen de Prima Media y las empresas respectivas, deberán verificar
el cumplimiento de este decreto y la Ley 860 de 2003.

Artículo 7°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C.,  a 8 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

El Ministro de la Protección Social,
Diego Palacio Betancourt.

DECRETO NUMERO 2211 DE 2004

(julio 8)
por medio del cual se determina el procedimiento aplicable a las entidades financieras

sujetas a toma de posesión y liquidación forzosa administrativa.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucio-
nales y legales, en especial de las previstas en los numerales 11 y 25 del artículo 189 de la
Constitución Política, y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24 de la Ley 510 de
1999,

DECRETA:
T I T U L O   I

NORMAS GENERALES SOBRE TOMA DE POSESION
CAPITULO I

Medidas y efectos

Artículo 1°. Toma de posesión y medidas preventivas. De conformidad con el artículo
115 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, modificado por el artículo 21 de la Ley
510 de 1999, la toma de posesión tendrá por objeto establecer si la entidad vigilada debe ser
objeto de liquidación; si es posible colocarla en condiciones de desarrollar adecuadamente
su objeto social, o si se pueden realizar otras operaciones que permitan lograr mejores
condiciones para que los depositantes, ahorradores e inversionistas puedan obtener el pago
total o parcial de sus acreencias. La decisión correspondiente deberá adoptarse por la
Superintendencia Bancaria en un término no mayor de dos (2) meses contados a partir de la
fecha de la toma de posesión, prorrogables por un término igual por dicha entidad, previo
concepto del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras.

Para el efecto, la Superintendencia Bancaria y el Fondo de Garantías de Instituciones
Financieras durante dicho plazo, mantendrán mecanismos de coordinación e intercambio de
información sobre los antecedentes, situación de la entidad, posibles medidas a adoptar y
demás acciones necesarias, para lo cual designarán a los funcionarios encargados de las
distintas labores derivadas del proceso.

Lo anterior no impedirá que la Superintendencia Bancaria adopte las medidas previstas
en el inciso tercero del artículo 115 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, modifi-
cado por el artículo 21 de la Ley 510 de 1999.

El acto administrativo que ordene la toma de posesión de los bienes, haberes y negocios
de una institución vigilada por la Superintendencia Bancaria dispondrá las siguientes
medidas preventivas:

1. Medidas preventivas obligatorias

a) La inmediata guarda de los bienes de la institución financiera intervenida y la
colocación de sellos y demás seguridades indispensables;

b) La orden de registro del acto administrativo que dispone la Toma de Posesión en la
Cámara de Comercio del domicilio de la intervenida y en las del domicilio de sus sucursales;
y, si es del caso, la de los nombramientos de los administradores y del revisor fiscal;

c) La comunicación al Fondo de Garantías de Instituciones Financieras para que proceda
a nombrar el Agente Especial;

d) La comunicación a los jueces de la República y a las autoridades que adelanten
procesos de jurisdicción coactiva, sobre la suspensión de los procesos de la ejecución en
curso y la imposibilidad de admitir nuevos procesos de esta clase contra la entidad objeto de
toma de posesión con ocasión de obligaciones anteriores a dicha medida, y la obligación de
dar aplicación a las reglas previstas por los artículos 99 y 100 de la Ley 222 de 1995;

e) La advertencia que, en adelante, no se podrá iniciar ni continuar procesos o actuación
alguna contra la intervenida sin que se notifique personalmente al Agente Especial, so pena
de nulidad;

f) La comunicación a la Superintendencia de Notariado y Registro, para que dicha
entidad mediante circular ordene a todos los Registradores de Instrumentos Públicos que
dentro de los treinta días siguientes a la toma de posesión, realicen las siguientes actividades
y se abstengan de adelantar las que se mencionan a continuación:

Informar al agente especial sobre la existencia de folios de matrícula en los cuales figure
la entidad intervenida como titular de bienes o cualquier clase de derechos; disponer el
registro de la toma de posesión en los folios de matrícula de los bienes inmuebles de la
institución financiera intervenida; cancelar los embargos decretados con anterioridad a la
fecha de la adopción de la medida de toma de posesión que afecten los bienes de la
intervenida; y cancelar los gravámenes que recaigan sobre los bienes de la institución
financiera intervenida a solicitud elevada sólo por el Agente Especial mediante oficio.

Se deberá advertir además a los Registradores para que se abstengan de cancelar los
gravámenes constituidos a favor de la intervenida sobre cualquier bien cuya mutación esté
sujeta a registro, salvo expresa autorización del Agente Especial; así como de registrar
cualquier acto que afecte el dominio de bienes de propiedad de la intervenida a menos que
dicho acto haya sido realizado por la persona mencionada, caso en el cual deben cancelar la
respectiva anotación sobre el registro de toma de posesión;

g) La comunicación al Ministerio de Transporte, para que dicha entidad directamente o
mediante solicitud a todas las Secretarias de Tránsito y Transporte proceda a realizar la
inscripción de la medida de toma de posesión en el registro de automotores correspondiente
o en el registro único nacional de tránsito; para que cancelen los embargos decretados con
anterioridad a la fecha de la adopción de la medida de toma de posesión que afecten los
vehículos de la intervenida; para que cancelen los gravámenes que recaigan sobre los
vehículos de la institución financiera intervenida a solicitud unilateral del Agente Especial
mediante oficio; para que se abstengan de cancelar los gravámenes constituidos sobre
vehículos a favor de la institución financiera intervenida, cuya mutación esté sujeta a
registro, salvo expresa autorización del Agente Especial; y para que se abstengan de registrar


